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RESUMEN 
 
La presente demanda la interpone el Sr. Pedro Roberto Sánchez Aguilar y la Sra. Casimira Adriana 
Gonzalo Mamani, contra el Banco de Materiales en Liquidación, solicitando el otorgamiento de 
escritura pública de la compra venta realizada entre ellos, mediante contrato de compra venta a plazos 
con Pacto de Reserva de Propiedad de fecha 22.08.2008, respecto del bien inmueble ubicado en el 
Complejo  Habitacional Deán Valdivia , Manzana Q-Lote 19-Sector 3, Distrito de Cayma , Provincia y 
Departamento de Arequipa, de una extensión de 128 m2, inscrito en la Partida  No. P06106952 del 
Registro de Predios de la SUNARP.  
 
Se adelanta la demanda y el demandado contesta la demanda en el plazo señalado que otorga la ley. 
La demandada contesta la demanda solicitando la excepción de falta de legitimidad para obrar, ya que 
no se podía otorgar escritura de compra con quien no se llegó a perfeccionar un contrato de compra 
venta y con quien tampoco realizó el pago del bien. Por lo tanto no reunió los requisitos de la compra 
venta y su perfeccionamiento.   
 
Se llevó a cabo la audiencia única de saneamiento, conciliación y fijación de puntos controvertidos. 
Mediante Resolución N° 11 de fecha 30 de Junio del 2016 el Octavo Juzgado Civil de Arequipa declaro 
FUNDADA la demanda.  
 
La demandada interpone Recurso de Apelación contra la sentencia emitida, elevándose los autos al 
Juzgado Superior mediante Resolución N° 17 de fecha 17 de Enero del 2017, la cuarta sala civil de la 
Corte Superior de Lima emite sentencia en la que se declara infundada la demanda interpuesta por Sr. 
Pedro Roberto Sánchez Aguilar y la Sra. Casimira Adriana Gonzalo Mamani. Se interpone luego recurso 
extraordinario de casación con fecha 08 de febrero de 2017, al no estar conforme con lo resuelto por 
la Sala Superior. 
 
Con fecha 25 de agosto de 2017, la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema resolvió rechazar el 
recurso interpuesto e impuso a los recurrentes de diez URP. 
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 ABSTRACT 
 
The present lawsuit is filed by Mr. Pedro Roberto Sánchez Aguilar and Ms. Casimira Adriana 
Gonzalo Mamani, against the Bank of Materials in Liquidation, requesting the granting of a 
public deed of the purchase sale made between them, by means of a purchase-sale contract 
in installments. With Property Reservation Pact dated 22.08.2008, regarding the real estate 
property located in the Deán Valdivia Housing Complex, Block Q-Lot 19-Sector 3, District of 
Cayma, Province and Department of Arequipa, of an area of 128 m2, registered in Item No. 
P06106952 of the Land Registry of the SUNARP. 
 
The lawsuit is brought forward and the defendant answers the claim within the prescribed 
period granted by law. The defendant answers the application requesting the exception of lack 
of legitimacy to act, since it could not be granted a deed of purchase with whom a contract of 
sale was not perfected and with whom the payment of the good was not made. Therefore, no 
met the requirements of the sale and its improvement. 
 
The single hearing of reorganization, conciliation and fixing of controversial points was carried 
out. Through Resolution No. 11 dated June 30, 2016, the Eighth Civil Court of Arequipa 
declared the claim FOUND. 
 
The defendant files an Appeal against the ruling issued, and the case files are elevated to the 
Superior Court by Resolution No. 17 of January 17, 2017, the fourth civil chamber of the 
Superior Court of Lima issues a judgment declaring the claim to be unfounded. Interposed by 
Mr. Pedro Roberto Sánchez Aguilar and Ms. Casimira Adriana Gonzalo Mamani. An 
extraordinary cassation appeal is then filed on February 8, 2017, as it is not in accordance with 
the decision of the Superior Court. 
 
On August 25, 2017, the Permanent Civil Chamber of the Supreme Court decided to reject the 
appeal filed and imposed on the appellants of ten URPs. 
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INTRODUCCION 
 
Siempre se ha tenido presente la compraventa como un contrato que se forma por el mero 
acuerdo de voluntades expresadas, siempre con los elementos necesarios para su validez y 
que no requiere, para su surgimiento, alguna formalidad y, por ende, puede formarse de forma 
expresa, tácita, por documento privado, por formulario, entre otros; lo que no significa que no 
exista una obligación del vendedor a permitir que el comprador proteja su derecho a nivel 
registral, y por lo tanto, tendrá que «cooperar» a generar los documentos que se requieran de 
él para lograr finalmente el tan ansiado registro de la propiedad. Entre ellos, el más relevante 
es la escritura pública. 
Cabe anotar, desde el principio, que el otorgamiento de la escritura pública no se encuentra 
en el plano del perfeccionamiento de la propiedad —porque el derecho surge con el 
contrato—, sino se encuentra en el plano de protección jurídica en el que quiere investirse al 
derecho de propiedad ya ganado. 
Como se puede advertir, al no ser una obligación el otorgamiento de escritura pública para el 
«perfeccionamiento del contrato», sino para acceder al sistema registral, y proteger el derecho 
adquirido, se puede deducir que tal obligación no puede alcanzar solo a la compraventa, ya 
que el acceso registral se otorga a una diversidad de contratos, negocios jurídicos unilaterales 
y actos jurídicos en sentido estricto distintos a la compraventa. 
En tal sentido, es legítimo que las personas (en posición de acreedores o adquirentes) que 
celebran contratos, susceptibles de ser inscritos en Registros Públicos, tengan el derecho a que 
el deudor deba además de suscribir la escritura pública. Es más, si bien existen disposiciones 
normativas que benefician a los que cuentan con escritura pública —por ejemplo, el artículo 
1135 del Código Civil (CC) señala que cuando el bien es inmueble y él concurren diversos 
acreedores a quienes el mismo deudor se ha obligado a entregarlo, se prefiere al acreedor de 
buena fe cuyo título ha sido primeramente inscrito o, en defecto de inscripción, al acreedor 
cuyo título sea de fecha anterior. Se prefiere, en este último caso, el título que conste de 
documento de fecha cierta más antigua— y algunos que no son susceptibles de inscribirse en 
Registros Públicos (ya que no todo es inscribible), ello no obsta a que el deudor tenga que 
cumplir con el deber antes mencionado.
  
                                                                                                                          
1. SÍNTESIS DE LA DEMANDA 
 
 
Con fecha 22 de julio de 2015, subsanada el 07 de setiembre del mismo año, el señor Pedro 
Roberto Sánchez Aguilar y la señora Casimira Adriana Gonzalo Mamani interpusieron 
demandad de Otorgamiento de Escritura Pública contra el Banco De Materiales en liquidación. 
Solicitaron que la demandada cumpla con otorgarles la Escritura Pública de la compraventa 
realizada entre ellos, mediante Contrato de Compraventa a plazos con Pacto de Reserva de 
Propiedad, de fecha 22.08.2008, respecto del bien inmueble ubicado en Complejo 
Habitacional Deán Valdivia, Manzana Q, Lote 19, Sector 3, Distrito de Cayma, Provincia y 
Departamento de Arequipa, de una extensión de 128 m2, inscrito en la Partida N°P06106952 
del Registro de Predios de la SUNARP. 
 
 
Fundamentación fáctica: 
 
1. Que, con fecha 22.08.2008, celebraron con el Banco de Materiales un Contrato de 
Compra venta a plazos con Pacto de Reserva de Propiedad, en virtud a la Ley N° 28275 
(de Regularización de Propiedad de Predios), por el cual este legítimo propietario se 
obligó a transferirles la propiedad del predio, por el precio de S/. 3, 358.08, a pagar en 
dos cuotas (una inicial y otra posterior). Asimismo, tuvo un pacto de reserva de 
propiedad a favor del Banco de Materiales, hasta que cumpla con pagar todas las 
cuotas del contrato. 
2. Que, ya había cancelado el íntegro del precio pactado en dicho contrato, conforme lo 
acreditaba con el Certificado de Cancelación de Préstamo de fecha 28.08.2008, 
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3. expedido por el propio Banco de Materiales, con lo que se acreditaba la transferencia 
de dicho bien inmueble.  
4. Que, estaba demostrado que era el propietario del bien inmueble ubicado en Complejo 
Habitacional Deán Valdivia, Manzana Q, Lote 19, Sector 3, Distrito de Cayma, Provincia 
y Departamento de Arequipa, al haber adquirido la propiedad del propietario inscrito 
en Registros Públicos.  
5. Que, desde dicha fecha la demandada se niega a otorgarles la Escritura Pública pese a 
los requerimientos realizados; en ese sentido, es que se procedió a invitar a la 
demandada a una conciliación ello en el centro de conciliación “Cultura de Paz"  
 
Fundamentación jurídica: 
 
6. Normatividad Civil: art. 144°, 1412° y 1549°. 
7. Normatividad Procesal Civil: art. 130°, 424°, 425° y 546°. 7). 
 
Medios probatorios: 
 
1. Certificado literal de la Partida N° P06106952 del Registro de Predios SUNARP XII. 
2. Contrato de compraventa a plazo con pacto de reserva de propiedad de fecha 
22.08.2008. 
3. Certificado de cancelación de préstamo de fecha 26.08.2008. 
4. Resolución N° 008-2008-PSI-BM de fecha 06.06.2008. 
5. Acta de conciliación N° 081-2015. 
6. Declaración testimonial de Augusto Antonio Gamarra Villanueva.
 
 
 
 
 
2. SÍNTESIS DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
Con fecha 29 de octubre de 2015, la demandada Banco de Materiales, se apersonó al proceso 
y contestó la demanda.  
Fundamentación fáctica: 
1. Que, con fecha 17.09.1997 la Unidad Técnica Especializada UTE FONAVI celebró un 
contrato de compra venta a plazos con el señor Juan Alberto Manuel Rivera Bustinza 
por el  inmueble ubicado en Mz. Q-3, Lote 19, Sector 3 del Programa Habitacional Alto 
Cayma III- Dean Valdivia, distrito de Cayma y por el incumplimiento de pago se produjo 
la cancelación del crédito y reversión del dominio del predio a favor del BANCO DE 
MATERIALES SAC, quien asumió la cartera crediticia de esta entidad, así como la 
adjudicación de los bienes inmuebles en mérito a la resolución N°. 908-2007-PSI-BM, 
publicada en el diario el Peruano con fecha 17-10-2007.  
2. Que, en merito a la Ley 28275 Ley complementaria de contingencias y de 
reestructuración de préstamos otorgados por el BANMAT SAC se procedió a la 
inscripción en el registro de Ocupantes conforme el art. 6 de la mencionada Ley a los 
demandantes, comprobándose posteriormente que los indicados no cumplían con los 
requisitos señalados en la Ley para proceder a la regularización de la propiedad, pues 
se habría verificado que la posesión que señalaban tener del bien no era pacífica y que 
la demandante Casimira Gonzalo habría adquirido otro bien inmueble sitio en Mz. C 
Lote 15 de la Urb. Villa Dolores distrito de JLByR.  
3. Que, la demandada se encontraba en proceso de disolución y liquidación, habiendo 
cesado todas sus actividades, así como a su personal, por lo que de los documentos 
que obran en sus archivos se ha verificado que no existía copia del contrato de compra 
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4. venta s/n de fecha 22-08-08 que adjuntaron los demandantes a su escrito de demanda 
y que tal como se apreciaba del Adendum “A” al contrato N° 079450-02-BM de fecha 
21.08.08 que fuera un anexo al contrato principal, las fechas no coincidían, pues no 
puede haber un Adendum a un contrato con fecha posterior a este, por lo que se colige 
que dicho documento no correspondía al contrato de compra venta a plazos y que por 
ende el documento no tenía sustento, ni mucho menos probaba la cancelación de una 
deuda por el inmueble materia de Litis, ya que se trataba además de una copia de 
contrato que no tiene la firma de un funcionario del Banco que tiene número y que el 
monto señalado en el mismo, no correspondía al costo de valorización del bien, siendo 
imposible haber acordado en dicho precio.  
5. Que, conforme se apreciaba del Adendum A al contrato N° 071450-02-BM, el crédito 
supuestamente cancelado se refiere a una línea de crédito para la adquisición de 
materiales de construcción, distinto al de compra venta para la regularización de la 
propiedad, en consecuencia, no existía tal cancelación de deuda, ni mucho menos la 
demandada se encontraría obligada a otorgarle la escritura pública, pues se debía 
considerar que se trataba de un bien cuyos recursos eran de FONAVI, y que la 
demandada debía recuperar a fin de cumplir con el pago a los FONAVISTAS, debiendo 
por tanto tener especial cuidado en verificar los procedimientos de regularización de 
la propiedad a fin de recuperar dichos fondos.  
6. Que, no se podía otorgar escritura de compra con quien no se llegó a perfeccionar un 
contrato de compra venta y con quien tampoco realizó el pago por el bien. Por tanto 
no reunió los requisitos de la compra venta y su perfeccionamiento. 
Fundamentación jurídica: 
1. Artículo 1411°, 1426° y 1529° del Código Procesal Civil 
 
Medios probatorios: 
1. Copia de la carta N° 3879-14-BANMAT SAC/L. 
2. Copia del contrato de compraventa de fecha 22.08.2008.
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3. Copia del adendum A al contrato N° 079450-02-BM de fecha 21-08-2008. 
4. Exhibición que deberá realizar los demandantes del contrato de compraventa. 
5. Exhibición que deberá realizar los demandantes de los recibos de pago y cuota inicial. 
6. Exhibición que deberá realizar los demandantes del Adendum A al contrato N° 071450-
02-B. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
3.  INSERTOS DE LOS MEDIOS PROBATORIOS PRINCIPALES 
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4. SÍNTESIS DE LA AUDIENCIA ÚNICA 
Realizada el 19 de enero de 2016 en el Octavo Juzgado Especializado Civil de 
Arequipa, contando solo con la presencia de una de las partes demandante. En este 
estado, no habiéndose deducido excepciones ni defensas previas se declaró 
SANEADO el proceso por existir una relación jurídica procesal válida. 
Acto seguido, se procedió a señalar los puntos controvertidos del proceso, siendo 
estos: Determinar si como consecuencia de la suscripción del contrato de compraventa 
a plazos con Pacto de Reserva de Propiedad de fecha 22.08.2008 celebrado entre las 
partes, el Banco de Materiales está obligado a otorgar Escritura Pública de compra 
venta respecto del bien inmueble ubicado en Complejo Habitacional Deán Valdivia, 
Manzana Q, Lote 19, Sector 3, Distrito de Cayma, Provincia y Departamento de 
Arequipa, que se encuentra inscrito en la Partida Registral N° P06106952 de los 
Registro Públicos de Arequipa. 
Posteriormente, se realizó el saneamiento probatorio; procediéndose a la admisión de 
los medios probatorios ofrecidos por las partes y luego a su actuación. Finalizado ello, 
se otorgó el uso de la palabra a los abogados. Luego, se señaló que la causa se 
encontraba expedita para sentenciar. Es así, que el A-quo reservó su decisión de emitir 
sentencia de acuerdo a lo establecido en el último párrafo del Artículo 555° del Código 
Adjetivo. 
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5. DUPLICADO DE LA SENTENCIA DEL JUZGADO CIVIL 
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6. REPRODUCCIÓN DE LA SENTENCIA DE VISTA  
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7. REPRODUCCIÓN DE LA SENTENCIA CASATORIA 
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8.   JURISPRUDENCIA 
1. “El contrato de compraventa es uno de carácter consensual o con libertad de forma 
en el que las partes pueden convenir lo que consideren pertinente para celebrar el 
acto jurídico; constituyendo la escritura pública el cumplimiento de una formalidad 
de la celebración de un contrato preexistente”. 
Casación N° 994-2009-Cajamarca. Sala de Derecho Constitucional y Social 
Permanente de la Corte Suprema de Justicia. Lima, 10 de setiembre de 2009. 
 
2. “(…) el proceso de otorgamiento de escritura pública regulado por el artículo 1412° 
del Código Civil tiene por finalidad dar mayor formalidad al acto celebrado por las 
partes intervinientes cuando así resulte de la ley o el convenio de las partes, sin 
que corresponda discutir en su interior aspectos relativos a su valides (más allá de 
los que puedan resultar evidentes o de fácil comprobación y los relativos a la 
intervención de quien es requerido por la negación de la autógrafa que pueda 
aparecer en ellos), como tampoco aquellos referidos a su pago o a la transferencia 
efectiva de un derecho real o, a su oposición frente a terceros ajenos al acto”. 
Casación N° 1977-2015-Lambayeque. Sala Civil Permanente de la Corte 
Suprema de Justicia. Lima, 26 de noviembre de 2015. 
 
3.  “(…) la concurrencia copulativa de los siguientes requisitos: 
En primer lugar, la existencia de un contrato de compraventa, y En segundo 
lugar, que respecto de éste se encuentre aún pendiente su elevación a escritura 
pública, pese a que han sido cumplidas las demás obligaciones que de él se 
deriven. 
Sobre el primer punto, referido a la existencia previa de un contrato, 
específicamente para el caso de autos uno de compraventa, no está de más 
señalar que en virtud de este tipo contractual el vendedor se obliga a transferir la 
propiedad de un bien al comprador y éste a pagar su precio en dinero, 
precisándose que la compraventa no era un acto jurídico eminentemente formal, 
sino que por el contrario es un contrato consensual que se forma por el sólo 
asentimiento de las partes (consentimiento) sin que la ley haya establecido una 
forma de observancia obligatoria para su celebración”. 
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Casación N° 999-2014-Lima. Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 
Justicia de la República. Lima, 30 de septiembre de 2014. 
 
4. “(…) corresponde al juez en los casos de demanda de otorgamiento de escritura 
pública, hacer un examen en grado de probabilidad somero y exterior para no 
invadir esfera que no es materia de pronunciamiento- de la existencia del 
presupuesto básico para lograr la formalidad, esto es, un contrato. Dicho análisis 
le advertirá la presencia de los requisitos del acto jurídico y los propios del contrato. 
No cabría, por ejemplo, formalizar una compraventa cuando no aparece en la 
minuta respectiva qué bien se transfiere (porque el artículo 1529 del Código Civil 
exige para la compraventa la presencia de bien y precio) u otorgar una Escritura 
Pública cuando el acto jurídico es solemnísimo (porque entonces sería la 
judicatura la que diera origen al acto jurídico que no tiene validez manifiesta por 
incumplimiento de la formalidad requerida, bajo sanción de nulidad)”. 
Casación N° 4904-2015-La Libertad. Sala Civil Permanente de la Corte 
Suprema de Justicia de la República. Lima, 29 de noviembre de 2016. 
 
5. “El proceso de otorgamiento de escritura pública se orienta a dar la formalidad 
exigida por ley o convenida por las partes en el contrato de los actos jurídicos, 
analizando únicamente el cumplimiento de las formas requeridas para dicho 
otorgamiento, y no así la satisfacción o no de las prestaciones a cargo de las 
partes, o la validez o eficacia del acto jurídico cuya formalización se pretende”. 
Casación N° 4232-2012-Ica. Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 
Justicia. Lima, 30 de marzo de 2014. 
 
6. “(…) el artículo 1351 del Código Civil establece que el contrato es el acuerdo de 
dos o más partes para crear, regular, modificar o extinguir una relación jurídica 
patrimonial y, “para poder hablar de contrato es menester que la disposición sea 
realizada por las partes, o sea que tenga su fuente en el acuerdo como acto de 
ejercicio de su autonomía privada. El contrato es regla autónoma por cuanto deriva 
del consentimiento de las partes (autorregulación) y no de poder autoritario externo 
(regla heterónoma)”; y es así como el contrato llega a ser fuente de relación jurídico 
obligatoria la que es entendida como “la relación jurídica establecida entre dos 
personas y dirigida a que una de ellas obtenga determinados bienes o servicios a 
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través de la cooperación de otra, o bien al intercambio recíproco de bienes y 
servicios mediante una recíproca cooperación””. 
Casación N° 2475-2011-Lima. Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 
Justicia de la República. Lima, 22 de mayo de 2012. 
 
7. “Que, el proceso de otorgamiento de escritura pública importa que exista un acto 
jurídico al cual se busca revestir de determinada formalidad; por tanto, a través de 
este proceso no se puede pretender la celebración de un acto jurídico, sino que 
éste previamente haya sido acreditado”. 
Casación N° 2214-2015-Lima. Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 
Justicia. Lima, 15 de octubre de 2015. 
 
8. “(…) el proceso de otorgamiento de escritura pública regulado por el artículo 1412° 
del Código Civil tiene por finalidad dar mayor formalidad al acto celebrado por las 
partes intervinientes cuando así resulte de la ley o el convenio de las partes, sin 
que corresponda discutir en su interior aspectos relativos a su valides (más allá de 
los que puedan resultar evidentes o de fácil comprobación y los relativos a la 
intervención de quien es requerido por la negación de la autógrafa que pueda 
aparecer en ellos), como tampoco aquellos referidos a su pago o a la transferencia 
efectiva de un derecho real o, a su oposición frente a terceros ajenos al acto”. 
Casación N° 1977-2015-Lambayeque. Sala Civil Permanente de la Corte 
Suprema de Justicia. Lima, 26 de noviembre de 2015.  
 
9. “(…) el derecho de prueba es un elemento del debido proceso y comprende cinco 
derechos específicos: a) el derecho de ofrecer las pruebas en la etapa 
correspondiente, salvo las excepciones legales; b) el derecho a que se admitan 
las pruebas pertinentes ofrecidas en la oportunidad de ley; c) el derecho a que se 
actúen los medios probatorios de las partes, admitidos oportunamente; d) el 
derecho a impugnar (oponerse o tachar) las pruebas de la parte contraria y 
controlar la actuación regular de éstas; y, e) el derecho a una valoración conjunta 
y razonada de las pruebas actuadas, esto es, conforme a las reglas de la sana 
crítica”. 
Casación N° 1914-2012-Junín. Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de 
Justicia de la República. Lima, 12 de junio de 2013.
 
 
 
 
10. “(…)esta Sala Suprema ha sostenido en reiteradas ocasiones que el recurso 
extraordinario de casación debe ser lo suficientemente explícito y formal debiendo 
bastarse a sí mismo pues este Tribunal de Casación centrará su análisis 
únicamente respecto de aquello que es materia de la impugnación sin que pueda 
aplicar el Principio iuranovit curia el cual le permitiría suplir de oficio las omisiones 
en que se pudiera haber incurrido, por tal razón el recurso de casación debe 
satisfacer todos y cada uno de los requisitos de procedibilidad previstos en el 
artículo 388 del Código Procesal Civil de tal modo que la ausencia de alguno de 
ellos determinará la declaración de improcedencia del medio impugnatorio”. 
Casación N° 2548-2011-Lima. Lima, 18 de octubre de 2011. En: Diálogo con 
la Jurisprudencia en Línea. Data 70,000. 
 
9.    DOCTRINA 
 
1. OTORGAMIENTO DE ESCRITURA PÚBLICA 
El otorgamiento de escritura pública es entendido por la jurisprudencia como el 
perfeccionamiento del acto jurídico celebrado entre las partes contratantes. El 
propietario debe iniciar el proceso según lo estipulado en los artículos 1412 y 1549 
del Código Civil, para que el obligado firme la escritura de formalización y si a 
pesar del mandato judicial se mantiene en su negativa, es el juez quien se 
sustituye en el obligado1. 
 
2. CONTRATO DE COMPRA VENTA 
Es un contrato típico, mediante la cual una parte (denominada vendedor), traslada 
o se obliga a trasladar la propiedad de un bien, mientras que la otra parte 
(denominada comprador), se obliga a pagar el precio en dinero. Así tenemos que 
este contrato contiene cuanto menos dos partes contratantes, el vendedor (quien 
                                                          
1 GUTIERREZ CAMACHO, Walter. Proceso de otorgamiento de escritura pública. En: Diálogo con la 
Jurisprudencia N° 129. Editorial Gaceta Jurídica, Lima, 2009, p. 207.  
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se obliga a la transferencia del bien); y, el comprador (quien se obliga al pago del 
precio del bien)2. 
 
3. OBLIGACIÓN 
Esta figura jurídica, constituye una relación jurídica entre el acreedor, quién se 
encuentra facultada a exigir a otra persona, deudor, el cumplimiento de una 
prestación de dar, de hacer o de no hacer, es decir, el cumplimiento de 
prestaciones positivas o negativas. Así tenemos que con la celebración de un 
contrato, nacen obligaciones entre sus contratantes3. 
 
 
 
4. LA PROPIEDAD  
Es un poder jurídico, el cual confiere a su titular cuatro atributos o derechos: usar, 
disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Usar es servirse del bien; disfrutar consiste 
en percibir los frutos del bien [aprovecharlo económicamente]; disponer es 
prescindir del bien (enajenarlo, hipotecarlo, abandonarlo o destruirlo, etc); y, 
reivindicar es recuperar el bien del poder de un tercero. Los caracteres de la 
propiedad son cuatro: es un derecho real, un derecho absoluto, un derecho 
exclusivo y un derecho perpetuo.4 
 
5. PROCESO SUMARÍSIMO: 
Este tipo de proceso, es aquel proceso contencioso de duración muy corta donde 
tiene lugar ciertas limitaciones que se traducen en la restricción de determinados 
actos procesales (…) lo cual está orientado, precisamente, a abreviar lo más 
posible el trámite del mencionado proceso, a fin de lograr una pronta solución al 
conflicto de intereses de que se trate5. 
                                                          
2 RONQUILLO, J. La compraventa de bien futuro”, En: Actualidad Jurídica Tomo 197, Gaceta Jurídica, 
Lima, 2010, pp. 71-72. 
3 OSTERLING, F., & CASTILLO, M. Definición, evolución y naturaleza jurídica de las obligaciones”, En: 
Las obligaciones, Volumen VII, Motivensa Editora Jurídica, Lima, 2010, pp. 38-39. 
4 AVENDAÑO VALDEZ, Jorge. La Propiedad. En El Código Civil Comentado Tomo V, Editorial Gaceta 
Jurídica, Tercera Edición, Lima,2010, pp. 168-170.   
5 DIVISIÓN DE ESTUDIOS JURÍDICOS DE GACETA JURÍDICA. El Código Procesal Civil, explicado 
en su jurisprudencia y doctrina, Tomo III, Gaceta Jurídica, Lima, 2014, p. 6. 
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6. MEDIOS PROBATORIOS 
Los medios probatorios son el conjunto de instrumentos que sirven a las partes 
inmiscuidas dentro de un proceso para poder acreditar al juzgador la veracidad de 
los hechos debatidos dentro del éste. Durante la tramitación de un proceso judicial, 
la parte (demandante) fundamenta su pretensión firmando ciertos hechos y 
deduciendo de ellos consecuencias jurídicas favorables, en contrapartida la otra 
parte (demandada) que procede a cuestionar o refutar dichos hechos e incluso 
apretando hechos diversos que, a su criterio, constituyan argumentos que 
permitan evidenciar que o bien al demandante no le asiste el derecho o que existe 
alguna situación que le faculte o permitiera realizar la acción que el demandante 
considera atentatoria contra sus derechos6. 
 
7. LOS MEDIOS IMPUGNATORIOS: 
Los medios de impugnación son correctivos que se invocan para eliminar vicios e 
irregularidades de los actos procesales, a fin de perfeccionar la búsqueda de la 
justicia. Estos medios no surgen por voluntad del juez, sino por obra exclusiva de 
las partes (…)7. 
 
8. RECURSO DE APELACIÓN: 
Las resoluciones judiciales (autos y sentencias) constituyen el objeto del recurso 
de apelación. El recurso de apelación es uno de los medios impugnatorios que 
tiene por objeto el cuestionamiento de autos y sentencias, que adolezcan de un 
vicio de hecho o de derecho. Este es un acto procesal de impugnación dirigido a 
poner en evidencia el error o vicio en que incurrió el órgano jurisdiccional y que se 
halla contenido en una resolución, la misma que se espera sea modificada o 
dejada sin efecto por el Juez ad quem8.
                                                          
6 ACOSTA OLIVO, Carlos. Medios Probatorios. En: Diccionario Procesal Civil, editorial Gaceta Jurídica, 
Lima, 2013, p. 226.  
7 LEDESMA NARVÁEZ, Marianella. Comentarios al Código Procesal Civil, Tomo I, 3ra Edición, Gaceta 
Jurídica, Lima, 2011, p. 764. 
8 DIVISIÓN DE ESTUDIOS JURÍDICOS DE GACETA JURÍDICA, Manual del Proceso Civil, Gaceta 
Jurídica, Lima, 2015, p. 722. 
 
 
 
 
9. RECURSO DE CASACIÓN: 
El recurso de casación busca una garantía objetiva del ordenamiento jurídico, 
puesto que su finalidad es lograr la aplicación objetiva de la norma al caso en 
concreto y la uniformidad de la jurisprudencia nacional. El derecho a los recursos, 
como derecho fundamental de “configuración legal”, fundamentalmente calza con 
uno: el recurso de casación, una impugnación que, por lo general, no viene 
concebida como una garantía subjetiva para el justiciable (el famoso iuis 
litigatoris), sino como garantía objetiva del ordenamiento (el también famoso ius 
constitutionis)9. 
 
10. IMPROCEDENCIA DE RECURSO DE CASACIÓN 
El recurso de casación se rodea de formalidades especiales, como exigir motivos 
determinados y concretos para su procedencia y no el simple agravio. Si no se 
cumplen estos requisitos, como es el fundamentar adecuadamente la causal que 
se invoca, dicho recurso será declarado improcedente10. 
 
10. ANÁLISIS DEL TRANSCURSO DEL PROCESO 
 
En este apartado procederé a desarrollar un análisis de este proceso, tratándose de 
uno de Otorgamiento de Escritura Pública. Conforme lo dispone la normatividad Civil, 
en el art. 1412°, esta pretensión se tramita como proceso sumarísimo, concordante 
con el inciso 8) del Artículo 546º del Código Procesal Civil. 
La demanda constituye el acto procesal de carácter postulatorio a un determinado 
proceso, puesto que una persona, en ejercicio de su derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva, recurre al Estado, para que éste a través de sus órganos jurisdiccionales, 
conozca y resuelva el conflicto de intereses del cual es partícipe. 
                                                          
9 ARIANO,  E.,  Impugnaciones procesales, Instituto Pacífico, Lima, 2015, p. 77-78. 
10 LEDESMA NARVÁEZ, Marianella. Comentarios al Código Procesal Civil. Tomo I. Tercera Edición. 
Editorial Gaceta Jurídica, Lima, p. 853. 
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En ese sentido, se tiene que con fecha 22 de julio de 2015, Pedro Roberto Sánchez 
Aguilar y Casimira Adriana Gonzalo Mamani, interpuso demanda de Otorgamiento de 
Escritura Pública contra el Banco de Materiales en liquidación, a efecto de que el 
demandado cumpla con otorgarles la Escritura Pública de compraventa realizada, ello 
mediante Contrato de Compraventa a plazos con Pacto de Reserva de Propiedad, de 
fecha 22.08.2008, respecto del bien inmueble ubicado en Complejo Habitacional Deán 
Valdivia, Manzana Q, Lote 19, Sector 3, Distrito de Cayma, Provincia y Departamento 
de Arequipa, de una extensión de 128 m2, inscrito en la Partida N°P06106952 del 
Registro de Predios de la SUNARP. 
Vale precisar que el ordenamiento procesal civil ha establecido que el ejercicio de este 
derecho deba responder a ciertos presupuestos de orden formal y fondo. Estos 
requisitos están establecidos en los arts. 424° y 425° de la norma procesal. A ellos, se 
suman los requisitos de los arts. 426° y 427° del mismo cuerpo normativo. 
En autos, se tiene que con fecha 4 de agosto de 2015, mediante Res. N° 01 se calificó 
la demanda, por el cual se declaró INADMISIBLE por cuanto había ofrecido un medio 
probatorio dos veces, concediéndole el plazo de 05 día para que subsane la 
observación advertida. 
Subsanada la observación, con fecha 14 de setiembre de 2015, el juzgado declaró 
ADMITIR a trámite la demanda. 
El auto admisorio de la demanda dispuso que se admitiera la misma en la vía del 
proceso sumarísimo, teniéndose por ofrecidos los medios probatorios y corriéndose 
traslado por el término de 05 días al demandado. 
Conforme se indicó inicialmente, esta materia corresponde ser dilucidada en la vía del 
proceso sumarísimo de conformidad al Artículo 1412° del Código Civil y el Artículo 
546° inciso 8 del Código Adjetivo, por lo que no cabe duda de la vía procedimental del 
presente. 
Al igual que la demanda, el escrito de contestación debe responder a una formalidad 
de presentación, requisitos que se encuentran establecidos en el Artículo 442° del 
Código Procesal Civil, en concordancia con el Artículo 425° del mismo cuerpo 
normativo, respecto a los anexos que se deben acompañar. 
 
 
69 
 
 
En atención a ello, es que con fecha 29 de octubre de 2015, la demandada se 
apersonó al proceso y contestó la demanda. Dicho escrito cumplió con las 
formalidades requeridas. 
Con res. N°03 de fecha 09 de noviembre de 2015, el juez declaró el apersonamiento 
de la demandada, y se tuvo por admitida la contestada la demanda en los términos 
que expuso. Además, fijó fecha para la realización de la Audiencia Única conforme 
está dispuesta en el art. 554° del mismo cuerpo legal. 
La audiencia única es una de los actos procesales constitutivo del proceso 
sumarísimo. En ella se desarrolla el saneamiento procesal, la actuación de las pruebas 
e inclusive se expide sentencia, a menos que el juez reserve su decisión por un plazo 
que no excederá de diez días contados desde la conclusión de la audiencia, conforme 
lo dispone el último párrafo del Artículo 555º del cuerpo normativo en mención. 
Este acto procesal tuvo lugar el 19 de enero de 2016 en el Octavo Juzgado 
Especializado Civil de Arequipa, contando solo con la presencia de una de las partes 
demandante. En este estado, no habiéndose deducido excepciones ni defensas 
previas se declaró SANEADO el proceso por existir una relación jurídica procesal 
válida. 
El saneamiento procesal constituye uno de los estadios del proceso que consiste en 
la evaluación o verificación de los presupuestos procesales y condiciones de la acción 
a cargo de juez, cuya finalidad es la continuación con la dilucidación de la materia en 
el proceso que se sigue. 
Continuando con la Audiencia Única, se procedió a señalar los puntos controvertidos 
del proceso, siendo estos: Determinar si como consecuencia de la suscripción del 
contrato de compraventa a plazos con Pacto de Reserva de Propiedad de fecha 
22.08.2008 celebrado entre las partes, el Banco de Materiales está obligado a otorgar 
Escritura Pública de compra venta respecto del bien inmueble ubicado en Complejo 
Habitacional Deán Valdivia, Manzana Q, Lote 19, Sector 3, Distrito de Cayma, 
Provincia y Departamento de Arequipa, que se encuentra inscrito en la Partida 
Registral N° P06106952 de los Registro Públicos de Arequipa. 
La fijación de  los puntos controvertidos del proceso significa la determinación de la 
controversia sobre el que versa el proceso en sí, los mismos que tienen que ser 
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dilucidados por el juez, debiendo pronunciarse expresamente sobre éstos al momento 
de resolver. 
Acto seguido, se realizó el saneamiento probatorio; procediéndose a la admisión de 
los medios probatorios ofrecidos por las partes y luego a su actuación. Finalizado ello, 
se otorgó el uso de la palabra a los abogados. Luego, se señaló que la causa se 
encontraba expedita para sentenciar. Es así, que el A-quo reservó su decisión de emitir 
sentencia de acuerdo a lo establecido en el último párrafo del Artículo 555° del Código 
Adjetivo. 
Estando los autos expeditos para sentenciar, pues se procedió a dictar la resolución 
de dicha controversia jurídica. Así pues, la sentencia es la resolución judicial que pone 
fin al proceso con la dilucidación de la controversia o incertidumbre jurídica, 
fundamentándola de manera expresa y clara, acorde a derecho. 
El 30 de junio de 2016, el juez del Octavo Juzgado Civil de Arequipa, emitió sentencia 
en la cual declaró: FUNDADA la demanda interpuesta por Pedro Roberto Sánchez 
Aguilar y Casimira Adriana Gonzalo Mamani en contra de Banco de Materiales en 
Liquidación, sobre Otorgamiento de Escritura Pública; en consecuencia, Ordenó que 
la parte demandada proceda a otorgar la escritura pública de compraventa a favor de 
la parte demandante respecto del bien inmueble ubicado en Complejo Habitacional 
Deán Valdivia, Manzana Q, Lote 19, Sector 3, Distrito de Cayma, Provincia y 
Departamento de Arequipa, inscrito en la Partida N° P06106952 del Registro de 
Predios de la SUNARP, conforme al Contrato de Compraventa a plazos con pacto de 
reserva de propiedad, de fecha 22 de agosto del 2008, celebrado entre las partes. Sin 
costas ni costos del proceso. 
La legislación Procesal Civil se ha encargado de establecer los recursos impugnatorios 
como aquellos medios de defensa que puede emplear quien se siente afectado con lo 
resuelto por una resolución judicial. Dentro de estos, se tiene al recurso de apelación, 
por cual se cuestiona una determinada resolución judicial por adolecer de un vicio o 
error que lo inválida, siendo el Superior Jerárquico de quien lo expidió, el encargado 
de atender lo solicitado por el impugnante. 
Al tratarse de una materia tramitada en la vía sumarísima, pues el Artículo 556° del 
Código Adjetivo, establece que el plazo para accionar contra la sentencia de primera 
instancia es de 03 días. Además, que la presentación de dicho recurso impugnatorio 
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debe responder a los requisitos establecidos en los Artículos 365°, 366° y 367° del 
mismo cuerpo normativo respecto a su admisibilidad y procedencia. 
En este sentido, la demandada interpuso Recurso de Apelación el 20 de julio de 2016, 
el mismo que fue concedido con efecto suspensivo el 29 de agosto de 2016. 
Luego de concedido el recurso impugnatorio, corresponde la expedición de la 
sentencia de vista. Ésta es la resolución judicial que expide el Superior Jerárquico 
como conocedor en sede superior de lo resuelto por el órgano judicial, expidiendo el 
resultado del análisis que realizó respecto al vicio o error en el que incurría la sentencia 
apelada, la que consiste en su confirmación o revocación. 
Es necesario precisar que el contenido de esta sentencia de vista no se debe limitar 
solo a la revisión de la sentencia de primera instancia, sino también, a la revisión de la 
resolución que declaró infundada la excepción de falta de legitimidad para obrar del 
demandante, puesto que se había concedido respecto a ésta una apelación sin efecto 
suspensivo y con la calidad de diferida. 
La Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, el 16 de enero de 
2017, al resolver el recurso de nulidad declararon: Revocar La sentencia apelada; 
reformándola declararon Infundada dicha demanda, en todos sus extremos. Sin costas 
ni costos  
Se concibe al recurso de casación como un medio impugnatorio de carácter 
extraordinario puesto que su interposición debe fundamentarse en alguna de las 
causales que establece la ley. 
La norma procesal establece que sólo será procedente ese recurso siempre que se 
sustente en la infracción normativa que incida directamente sobre la decisión 
contenida en la resolución impugnada o en el apartamiento inmotivado del precedente 
judicial. 
En este sentido, el 08 de febrero de 2017, los demandantes no conforme con lo 
resuelto por la Sala Superior, interpusieron recurso extraordinario de casación. 
Con fecha 25 de agosto de 2017, la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema 
resolvió rechazar el recurso interpuesto e impuso multa a los recurrentes de diez URP.
 
 
 
 
11. OPINIÓN DEL TEMA CONTROVERTIDO 
Finalmente, en este último capítulo realizaré un análisis del asunto objeto del proceso 
que es uno de Otorgamiento de Escritura Pública. 
La presente materia al ser una de otorgamiento de escritura pública se tramita en la 
vía del proceso sumarísimo, conforme encuentra su regulación en el Artículo 1412° 
del Código Civil; por lo que el presente análisis se desarrollará de acuerdo a los 
dispositivos legales de la Codificación Civil. 
Debe de formalizarse la obligación creada por las partes a través del proceso de 
otorgamiento de escritura pública, cuando la ley o el convenio lo establecieren. A 
través de la jurisprudencia se ha establecido que el proceso de otorgamiento de 
escritura pública requiere del cumplimiento de dos condiciones11 para efectos de que 
resulte amparable, las mismas que consistirían en: La existencia de un contrato de 
compraventa; y, Que, respecto de éste se encuentre aún pendiente su elevación a 
escritura pública, pese a que han sido cumplidas las demás obligaciones que de él se 
deriven. 
En el caso materia de análisis se tiene que el requerimiento de los demandantes, se 
basa en el Contrato de compra venta a plazo con pacto de reserva de propiedad para 
predios con registro de ocupantes, suscrito entre ellos y el Banco de Materiales. 
Conforme se tiene dicho, dos son los presupuestos que deben existir para que se 
ampare lo solicitado. Así que se debe analizar en un primer momento si existe un 
contrato de compraventa entre las partes. 
Primero debemos señalar que en el contrato de compraventa puede establecerse que 
el vendedor se reserva la propiedad del bien hasta el pago total del precio o una parte 
de él, aunque el bien haya sido entregado al comprador, quien asume el riesgo de su 
pérdida o deterioro desde el momento de la entrega.  
                                                          
11 Casación N° 999-2014-Lima. Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República. 
Lima, 30 de septiembre de 2014. 
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En el presente caso, los demandantes señalan haberse celebrado este tipo de 
contrato; en ese sentido, debe verificarse si el contrato en mención cumple con las 
formalidades requeridas, para ello es importante verificar si en el contrato se aprecia 
la voluntad de las partes. 
Del análisis del contrato de compra venta a plazos con pacto de reserva de propiedad 
que se ofreció como medio probatorio, no se puede aprecia que la demandada haya 
manifestado su voluntad para su celebración; pues dicho contrato no está suscrito por 
ningún funcionario ni trabajador de dicha entidad; es decir, dicho documento no puede 
tener ninguna vinculación con la demandada y mucho menos puede tener efectos para 
con ella y que deban ser cumplidas. Es decir, no se aprecia la demandada se 
encuentre obligada a suscribir escritura pública alguna a favor de la parte demandante. 
A ello, se debe añadir, que también se ofreció un documento denominado "Addendum 
A" y que supuestamente éste sería parte del contrato de compraventa; sin embargo 
de su análisis se observa que dicho documento no hace referencia al contrato de 
compra venta, es más dicha addendum si bien, si está suscrito por la demandada, el 
mismo hace referencia a una línea de crédito a favor de los demandantes pero para 
realizar compras de materia de construcción y/o el pago de servicios complementarios, 
más no para el contrato que dio origen al presente proceso. 
En ese sentido, debo mostrar mi conformidad con lo resuelto por la Sala Superior, esto 
es, declarar infundada la demanda.
 
 
 
 
CONCLUSIONES 
 
1.- La acción del proceso de otorgamiento de escritura pública se declaró 
improcedente de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1412 y 1529 del Código 
Civil, que prevé es una obligación del vendedor, para revestir de mayor garantía y 
solemnidad al acto jurídico, que es necesario para su procedencia, que los 
compradores, acrediten haber cumplido con el precio, pues el contrato de compra 
venta, es un contrato de prestaciones reciprocas, en donde cada parte tiene el derecho 
de suspender el cumplimiento de la prestación a su cargo, hasta que se satisfaga o se 
garantice su cumplimiento, conforme lo precisa el artículo 1426 del Código Civil, siendo 
obligación esencial el comprador conforme el artículo 1529 del Código Civil, pagar su 
precio en dinero; por lo que no habiendo cumplido, con cancelar la totalidad del precio 
de venta, es improcedente la demanda de otorgamiento de escritura pública.  
 
2.- La demanda de otorgamiento de escritura pública se revocó y reformándola 
fundada, por cuanto el Juez de Primera Instancia, no ha efectuado una valoración 
correcta de los medios probatorios ofrecidos por las partes, por cuanto una copia 
simple, sin que esté respaldada por otro medio probatorio que lo corrobore, no puede 
prevalecer sobre un documento de fecha cierta como lo es la minuta presentada por 
los demandantes. Que un manuscrito simple, con datos contradictorios y que no están 
respaldados con autenticación y/o aceptación alguna, no puede desvirtuar una 
declaración efectuada por los contratantes y en el contenido del propio contrato; por lo 
que no es claro la validez de la minuta de compra venta, por la cual los demandantes 
han adquirido en compra venta el bien inmueble en el descrito y no haber pagado el 
precio convenido; y advirtiéndose que sus enajenantes no cuentan con título público 
debidamente inscritos en el Registro de propiedades de la Oficina Registral de 
Arequipa, se concluye que se  no encuentra facultado para compeler para llenar la 
formalidad requerida y al amparo de lo dispuesto por el artículo 1412° del Código Civil. 
 
 
 
 
 
RECOMENDACIONES 
 
 
En el presente caso analizado el expediente sobre Otorgamiento de Escritura Pública, 
seguido por Pedro Roberto SANCHEZ AGUILAR y Casimira Adriana GONZALO 
MAMANI, contra el Banco de Materiales en Liquidación por ante el Octavo Juzgado 
Especializado Civil de Arequipa, se recomienda lo siguiente: 
 1.- El proceso sobre otorgamiento de escritura pública, se tramita dentro de los plazos 
del proceso sumarísimo, donde los actos procesales son de duración corta, y se 
concentran en demanda, contestación a la demanda, audiencia única, y sentencia, sin 
embargo desde la interposición de la demanda esto es el 22 de julio de 2015,  a la 
sentencia de vista de fecha 16 de enero de 2017, han transcurrido más de dos años, 
en una clara y evidente contravención al principio de celeridad procesal, por lo que 
siendo así, el proceso atendiendo a la vía procedimental debe resolverse en menor 
tiempo. 
 2.- El Órgano Jurisdiccional superior en grado, al advertir una valoración incorrecta de 
los medios probatorios ofrecidos por las partes, por cuanto una copia simple, debió 
declararla nula y ordenar al A quo emita nueva sentencia con arreglo a Ley, habida 
cuenta que se advierte en el proceso una falta de motivación, que conllevó a que se 
declare improcedente la demanda por supuesto falta de pago.
 
 
 
 
REFERENCIAS 
 
 
ACOSTA OLIVO, Carlos. Medios Probatorios. En: Diccionario Procesal Civil, editorial 
Gaceta Jurídica, Lima, 2013.  
ARIANO DEHO, Eugenia. Impugnaciones procesales, Instituto Pacífico, Lima, 2015. 
AVENDAÑO VALDEZ, Jorge. La Propiedad. En El Código Civil Comentado Tomo V, 
Editorial Gaceta Jurídica, Tercera Edición, Lima, 2010, pp. 168-170.   
DIVISIÓN DE ESTUDIOS JURÍDICOS DE GACETA JURÍDICA, Manual del Proceso 
Civil, Gaceta Jurídica, Lima, 2015. 
DIVISIÓN DE ESTUDIOS JURÍDICOS DE GACETA JURÍDICA. El Código Procesal 
Civil, explicado en su jurisprudencia y doctrina, Tomo III, Gaceta Jurídica, Lima, 
2014. 
GUTIERREZ CAMACHO, Walter. Proceso de otorgamiento de escritura pública. En: 
Diálogo con la Jurisprudencia N° 129. Editorial Gaceta Jurídica, Lima, 2009.  
LEDESMA NARVÁEZ, Marianella. Comentarios al Código Procesal Civil, Tomo I, 3ra 
Edición, Gaceta Jurídica, Lima, 2011. 
OSTERLING, F., & CASTILLO, M.. Definición, evolución y naturaleza jurídica de las 
obligaciones”, En: Las obligaciones, Volumen VII, Motivensa Editora Jurídica, 
Lima, 2010. 
RONQUILLO, J. La compraventa de bien futuro”, En: Actualidad Jurídica Tomo 197, 
Gaceta Jurídica, Lima, 2010. 
 
 
 
